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Resumen
El artículo examina la reclamación administrativa del artículo 30 bis de la 
ley 19.886, incorporada por la ley 21.634. Se analiza su naturaleza jurídica, 
su relación con el silencio administrativo y su función en la articulación 
entre revisión administrativa y control jurisdiccional en el sistema chileno de 
contratación pública. 
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Abstract
This article examines the administrative claim established in article 30 bis of 
Chilean Law 19,886. It analyses its legal nature, its relationship with administrative 
silence and its role in articulating administrative review and judicial control within 
the Chilean public procurement system.
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La contratación pública contemporánea se encuentra atravesada por una 
profunda transformación estructural. La expansión normativa, la creciente 
especialización técnica, la digitalización integral de los procedimientos y la 

excepcional para convertirse en una manifestación ordinaria del funcionamiento 
del sistema. La arquitectura institucional de la contratación pública no puede 
descansar en la premisa de la perfección del acto administrativo inicial. Por el 
contrario, debe asumir la inevitabilidad del error, de la discrepancia interpretativa 
y de la eventual ilegalidad. Desde esta perspectiva, la fortaleza del sistema no 

colapsar.

La incorporación del artículo 30 bis por la ley 21.634 al sistema de compras 

función procedimental, su verdadero alcance se comprende cuando se analiza 
como pieza estructural del diseño institucional.

El presente trabajo sostiene que el artículo 30 bis de la ley 19.886 constituye 
un mecanismo de resiliencia institucional. Esta hipótesis exige analizar la 
institución no solo desde la técnica recursiva, sino desde su contribución al 
equilibrio sistémico entre autotutela administrativa y control jurisdiccional.

2. Marco conceptual: resiliencia 
institucional y derecho administrativo

2.1. La resiliencia como categoría jurídica

El concepto de resiliencia ha sido progresivamente incorporado al análisis de 
las instituciones públicas. En términos generales, la resiliencia institucional 

anticipar, absorber, adaptarse y recuperarse frente a perturbaciones sin perder 
su funcionalidad esencial.

Trasladado al derecho administrativo, el concepto permite explicar cómo los 

pública. No se trata de tolerar la ilegalidad, sino de diseñar mecanismos 
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institucionales que permitan procesar discrepancias, corregir errores y canalizar 
impugnaciones sin que la actividad administrativa se vea interrumpida o 
bloqueada estructuralmente.

En este contexto, la resiliencia institucional se vincula necesariamente con los 
principios que estructuran el funcionamiento de la Administración. Entre ellos 
destaca el principio de probidad administrativa, entendido como el deber de 
actuar conforme al ordenamiento jurídico con preeminencia del interés general 
sobre cualquier interés particular. Como ha señalado la doctrina, este principio 
constituye uno de los pilares del derecho administrativo contemporáneo y un 
elemento esencial para asegurar la legitimidad del ejercicio de la función pública 
(Cerrillo i Martínez, 2014). De este modo, un sistema administrativo resiliente 

de hacerlo preservando los estándares de juridicidad e integridad que rigen la 
actuación estatal.

2.2. Resiliencia y contratación pública

La contratación pública es especialmente sensible a la disrupción institucional. 

oferentes, sino al interés público comprometido en la provisión de bienes y 

vincula con la utilización racional de los recursos públicos y con la adopción 

administrativa (Vaquer Caballería, 2011). En el ámbito de la contratación pública, 
esta lógica se proyecta, entre otros objetivos, en la necesidad de diseñar 

bienes y servicios al Estado.

Asimismo, en los sistemas contemporáneos de contratación pública, uno de los 
objetivos centrales consiste en asegurar la denominada mejor relación calidad-
-precio en la utilización de los recursos públicos. Como ha señalado la doctrina 
especializada, los procedimientos licitatorios buscan generar condiciones de 
comparación entre ofertas que permitan optimizar el uso de los fondos públicos 
(Gimeno Feliú, 2024). En esta búsqueda, la posibilidad de cometer errores está 
presente y la necesidad de resolverlos en forma oportuna, para satisfacer la 
necesidad pública que es el fundamento de la contratación administrativa, es 
innegable.

Desde esta perspectiva, un sistema de contratación pública resiliente debe:

a) Reconocer la litigiosidad como elemento estructural.

b) Establecer instancias internas de corrección.

c) Fijar umbrales temporales claros.
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d) Garantizar acceso efectivo y oportuno al control jurisdiccional.

El artículo 30 bis responde a esta lógica al establecer una reclamación 

inactividad.

3. Historia legislativa y contexto de 

3.1. Contexto de la reforma introducida por la ley 21.634

La incorporación del artículo 30 bis en la ley 19.886 constituye una de las 
innovaciones procesales más relevantes introducidas por la ley 21.634 en 
2023. Dicha reforma tuvo por objeto modernizar el sistema de contratación 
pública chileno, incorporando nuevas herramientas destinadas a fortalecer la 

participación de las empresas de menor tamaño. En el derecho administrativo 
chileno, el principio de probidad constituye uno de los ejes estructurales del 
sistema jurídico público. La doctrina ha señalado que este principio se ha 
consolidado como un imperativo jurídico de la ética del servicio público, con 
reconocimiento tanto constitucional como legal (Valdivia Olivares, 2018). Desde 
esta perspectiva, las reformas introducidas por la ley 21.634 pueden entenderse 
como parte de un proceso más amplio de fortalecimiento de los estándares de 
integridad en la gestión pública.

Dentro de ese conjunto de transformaciones, la creación de una reclamación 

comprador respondió a una problemática procesal persistente en el 
funcionamiento del sistema. 

El proyecto que dio origen a la ley 21.634 ingresó a tramitación legislativa el 29 
de marzo de 2021 mediante mensaje presidencial, bajo el Boletín 14.137-05. En 
esta etapa inicial, los objetivos del Ejecutivo se concentraban principalmente 

de compras públicas y ampliar las facultades de la Dirección de Compras y 
Contratación Pública.

contemplara una regulación equivalente al actual artículo 30 bis. La propuesta 
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el efecto de los recursos administrativos sobre los plazos para accionar ante el 
Tribunal de Contratación Pública2.

Según consta en la historia de la ley elaborada por la Biblioteca del Congreso 
Nacional (2023), el Senado —particularmente a través de la Comisión de 
Economía durante el segundo trámite constitucional del proyecto de ley— 

Fue en esta instancia donde se planteó con mayor claridad la necesidad de 

reclamaciones de los proveedores sin obligarlos a acudir inmediatamente a la 
jurisdicción especializada.

para interponer la reclamación administrativa y, especialmente, la determinación 
de sus efectos sobre el plazo jurisdiccional para accionar ante el Tribunal de 
Contratación Pública.

días hábiles— para deducir la reclamación administrativa. Este plazo responde 
al principio de celeridad propio de la contratación pública y busca evitar 
paralizaciones indebidas de los procesos de abastecimiento estatal.

Sin embargo, el elemento decisivo de la regulación fue el efecto suspensivo del 
plazo para ejercer la acción jurisdiccional. El legislador reconoció que la creación 
de una instancia administrativa previa resultaría inútil —e incluso perjudicial— 
si no se establecía expresamente que su interposición suspende el plazo para 
accionar ante el Tribunal de Contratación Pública. De lo contrario, el proveedor 
se vería obligado a presentar una demanda judicial preventiva mientras espera 
la resolución administrativa.

Las divergencias surgidas durante la tramitación del proyecto en ambas cámaras 
condujeron a la conformación de una comisión mixta, encargada de armonizar 
los textos aprobados por la Cámara de Diputados y el Senado.

artículo 30 bis. La comisión mixta introdujo precisiones relevantes destinadas 
a reforzar la seguridad jurídica del sistema. Entre ellas, destaca la exigencia 
de que la reclamación administrativa sea presentada exclusivamente a través 
del sistema de información y gestión de compras y contrataciones del Estado, 
administrado por la Dirección de Compras y Contratación Pública. 

2 Recordemos que, en el objeto de este estudio, se aplicaba la ley 19.880, la cual es supletoria de la 
ley 19.886, —en conformidad con lo dispuesto en su artículo 1—, que establece que 

 Planteada la reclamación se interrumpirá el plazo para ejercer la acción jurisdiccional. Este 

desde que la reclamación se entienda desestimada por el transcurso del plazo (ley 19.880, 
artículo 54, inciso segundo).
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Esta exigencia no constituye una mera formalidad tecnológica. La tramitación 
electrónica permite determinar con precisión la fecha y hora de presentación 
del reclamo mediante la marca temporal del sistema. De esta forma, se elimina 
cualquier incertidumbre respecto del momento exacto en que se produce la 
suspensión del plazo jurisdiccional.

deliberativo destinado a reforzar las garantías procesales de los proveedores 
sin comprometer la celeridad de los procedimientos de contratación pública. 
La combinación de tramitación electrónica obligatoria y suspensión del plazo 
jurisdiccional constituye el núcleo estructural de la institución.

del artículo 30 bis: finalidad 
y funcionamiento básico

El artículo 30 bis de la ley 19.886 establece una reclamación administrativa 
especial destinada a impugnar actuaciones u omisiones del organismo 
comprador dentro de un procedimiento de contratación pública o de ejecución 
contractual. Se trata de un mecanismo que permite a cualquier persona 
interesada —no solo a quienes hayan presentado oferta o cotización en el caso 
de un procedimiento de compra— solicitar que el propio organismo público 
contratante revise la legalidad de determinadas decisiones adoptadas durante 
un proceso de contratación administrativa o la ejecución de un contrato regulado 
por la citada ley.

La norma dispone que esta reclamación debe presentarse dentro del plazo de 

del acto impugnado o haya conocido o debido conocer de la ilegalidad que 
alega. Este plazo se computa conforme a las reglas generales de cómputo de 
los plazos administrativos, esto es, excluyendo el día inicial e incluyendo el día 

3.

A diferencia de los recursos administrativos tradicionales previstos en la ley 
19.880, el artículo 30 bis exige que la reclamación sea presentada exclusivamente 

3 Teniendo presente, para el inicio de este cómputo de plazo, lo dispuesto en la ley 19.886, que 
establece que 

ley y en virtud del reglamento, incluso respecto de la resolución de adjudicación, con la sola 

luego de las veinticuatro horas transcurridas desde que la entidad licitante publique en el 
sistema de información y gestión de compras y contrataciones del Estado el documento, acto 
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a través del sistema de información y gestión de compras y contrataciones del 

de presentación quedan registradas mediante la marca temporal del sistema 
electrónico, según lo ya señalado anteriormente, lo que permite determinar con 
certeza el momento en que se deduce el reclamo y, por consiguiente, cuándo 
comienzan a producirse sus efectos jurídicos.

Una vez interpuesta la reclamación, el organismo comprador dispone de un 
plazo de cinco días hábiles para pronunciarse sobre ella. Dentro de este término, 
la autoridad debe revisar los antecedentes del procedimiento y emitir una 

situación equivalente al rechazo del reclamo para efectos procesales, lo que 
habilita al reclamante para ejercer la acción jurisdiccional ante el Tribunal de 
Contratación Pública.

El aspecto más relevante de esta regulación radica en su efecto sobre los plazos 
jurisdiccionales. El artículo 24 ter, inciso tercero, establece expresamente que 
la interposición de la reclamación administrativa en estudio suspende el plazo 
para ejercer las acciones jurisdiccionales ante el Tribunal de Contratación 
Pública previstas en el artículo 24 de la ley 19.886. En consecuencia, mientras la 
reclamación administrativa se encuentra pendiente de resolución, el plazo para 
recurrir al tribunal se suspende.

instancia breve de revisión administrativa, tramitada electrónicamente y con 
efectos directos sobre los plazos procesales, cuyo propósito es permitir la 
corrección temprana de eventuales ilegalidades sin comprometer el derecho de 
los interesados a acceder oportunamente a la jurisdicción especializada.

5. Naturaleza jurídica de la 

La reclamación prevista en el artículo 30 bis de la ley 19.886 posee naturaleza 
impugnatoria. No constituye un simple derecho de petición, sino un mecanismo 
destinado a cuestionar jurídicamente actos u omisiones del órgano comprador 
dentro de un procedimiento de contratación pública o de ejecución contractual.

revisión administrativa interna, orientada a permitir que la propia Administración 
examine la legalidad de sus actuaciones y, en su caso, corrija eventuales vicios 
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antes de la intervención de la jurisdicción especializada. Este tipo de mecanismos 
cumple además una función preventiva frente a eventuales desviaciones 

Cooperación y el Desarrollo Económicos, 2004).

Desde una perspectiva dogmática, esta institución se inscribe dentro de la lógica 
clásica de la autotutela revisora de la Administración, característica del derecho 
administrativo continental, conforme a la cual los órganos administrativos 
conservan la potestad de revisar y corregir sus propias actuaciones antes de 
que intervenga el control jurisdiccional (García de Enterría y Martínez-Carande & 
Fernández Rodríguez, 2017).

sistema de contratación pública, su interpretación debe realizarse en armonía 
con la ley 19.880. Ello supone exigir que las decisiones adoptadas en el marco 
de esta reclamación administrativa cumplan con los estándares generales del 
procedimiento administrativo, en particular la debida motivación, la congruencia 
decisoria y el respeto al principio de juridicidad.

En este contexto, la reclamación del artículo 30 bis se inserta en la lógica general 
de la autotutela revisora, pero introduce una delimitación temporal estricta 

garantizando al mismo tiempo el acceso oportuno al control jurisdiccional 
ejercido por el Tribunal de Contratación Pública.

6. El silencio administrativo negativo 
como técnica de cierre procedimental

La falta de pronunciamiento del organismo que dictó el acto o incurrió en la 
omisión denunciada dentro del plazo legal activa el régimen del silencio 
administrativo negativo previsto en la ley 19.880. 

técnica jurídica destinada a evitar la parálisis del sistema por inactividad 
administrativa. 

que habilita el acceso jurisdiccional. Su naturaleza no implica convalidación de 
la omisión, sino activación del control judicial, permitiendo agotar la instancia 
administrativa y habilitar el acceso al Tribunal de Contratación Pública.
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7. Respuestas meramente 
formales y estándar decisorio

En la práctica administrativa observada desde la entrada en vigencia del 
artículo 30 bis, se han registrado en el sistema de información respuestas 
a reclamaciones administrativas que se limitan a indicar que el reclamo 
será «derivado» internamente dentro del organismo público o a formular 
manifestaciones ambiguas acerca de su eventual análisis futuro. Este tipo de 

de tramitación electrónica de esta reclamación— produce el cierre formal 
del procedimiento administrativo en la plataforma electrónica. Sin embargo, 
tales respuestas carecen de un contenido resolutivo efectivo respecto de las 
alegaciones planteadas por el reclamante.

congruencia con lo reclamado. Las manifestaciones meramente procedimentales 
constituyen actos de trámite y no satisfacen el estándar decisorio exigible. Lo 
anterior debido a que la digitalización del procedimiento no altera los principios 
sustantivos del derecho administrativo, debiendo la decisión electrónica cumplir 
los mismos estándares de motivación y congruencia que la decisión tradicional 
de un recurso administrativo.

8. Estándares jurisprudenciales del 

La introducción de la reclamación administrativa del artículo 30 bis ha obligado 
al Tribunal de Contratación Pública a desarrollar criterios interpretativos 
destinados a precisar el momento desde el cual debe computarse el plazo fatal 
para interponer las acciones jurisdiccionales previstas en el artículo 24 de la ley 
19.886.

El inciso tercero del artículo 24 ter dispone que la demanda —en las causales de 
los numerales 1 a 3— debe deducirse dentro del plazo de diez días hábiles, contado 
desde que la parte demandante haya conocido o debido conocer la ilegalidad 
o arbitrariedad que se invoca4. No obstante, cuando previamente se hubiere 

4 Este trabajo no abordará la acción de nulidad del artículo 24, n.º 4, de la ley 19.886, por su 
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deducido un recurso administrativo o la reclamación regulada en el artículo 30 

acto administrativo que puso término al procedimiento administrativo o desde la 

jurisprudenciales relevantes para determinar el dies a quo del plazo jurisdiccional, 
particularmente en relación con la existencia de reclamaciones administrativas 
previas.

8.1. Cómputo del plazo desde la respuesta al reclamo administrativo

Cuando el organismo comprador emite una respuesta al reclamo administrativo 
dentro del plazo legal, el tribunal ha sostenido que el plazo para interponer la 
acción jurisdiccional debe contarse desde el día siguiente a dicha respuesta.

Así lo resolvió, por ejemplo, el Tribunal de Contratación Pública en la resolución 
dictada en el rol 46/2026-A, en la cual se declaró inadmisible una demanda 
por extemporánea, al constatar que el reclamo administrativo deducido por la 
demandante había sido respondido el día 8 de enero de 2026, por lo que el plazo 
para interponer la acción debía computarse desde el día siguiente, venciendo 
el 22 de enero del mismo año. Al haberse presentado la demanda el día 23 de 
enero de 2026, el tribunal concluyó que esta se dedujo fuera del plazo fatal de 
diez días hábiles establecido por la ley.

En dicha decisión, el tribunal precisó además que la interposición de nuevos 
reclamos que reiteran el contenido de uno previamente respondido no altera el 
cómputo del plazo jurisdiccional, el cual debe contarse desde la respuesta al 
primer reclamo cuando ambos persiguen el mismo objeto.

Compras y Contratación Pública

Una práctica procesal que se ha consolidado en la jurisprudencia del tribunal 

que informe si existe un reclamo administrativo presentado en la plataforma 
electrónica del sistema de información y gestión de compras y contrataciones 
del Estado y cuál ha sido su estado dentro del sistema.

las fechas relevantes del procedimiento administrativo y, en consecuencia, 
determinar con precisión el momento desde el cual debe computarse el plazo 
jurisdiccional.

Así ocurrió en la resolución pronunciada en el rol 512/2025-A, en la cual el 
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informara si el oferente había deducido un reclamo administrativo y, en su caso, 
la fecha en que este fue respondido. En respuesta a dicho requerimiento, la 
dirección informó que el reclamo había sido ingresado el 24 de octubre de 2025 
y respondido por la entidad licitante el 27 de octubre del mismo año. Sobre la 

acción debía computarse desde el día siguiente a dicha respuesta, concluyendo 
que la demanda había sido deducida dentro del plazo legal.

objetivamente los hitos temporales del procedimiento administrativo registrados 
en el sistema electrónico de compras públicas.

8.3. Determinación del silencio administrativo negativo

Un escenario distinto se presenta cuando el organismo comprador no responde 
el reclamo administrativo dentro del plazo legal de cinco días hábiles establecido 
en el artículo 30 bis. En tales casos, el tribunal ha desarrollado una práctica 

negativo.

Cuando el demandante invoca la existencia de silencio administrativo, el tribunal 

si el reclamo fue respondido o si permanece sin respuesta en la plataforma 
electrónica. Si la dirección informa que no existe respuesta dentro del plazo legal, 

En estos casos, el plazo para interponer la acción jurisdiccional se computa 

momento desde el cual comienzan a contarse los diez días hábiles establecidos 
por la ley.

Este criterio jurisprudencial cumple una función garantista particularmente 

administrativo y evita que la falta de respuesta del organismo comprador genere 
incertidumbre respecto del inicio del plazo jurisdiccional.

De esta forma, especialmente en los casos de silencio administrativo negativo, 
la jurisprudencia del tribunal ha tendido a privilegiar una interpretación que 
asegure que la acción jurisdiccional no se vea frustrada por la falta de respuesta 
del organismo comprador, reforzando así las garantías de acceso a la justicia y 
de tutela judicial efectiva dentro del sistema de contratación pública.
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9. Conclusiones

El análisis desarrollado permite sostener que la reclamación administrativa 
introducida por el artículo 30 bis de la ley 19.886 constituye una innovación 
relevante en la arquitectura institucional del sistema chileno de contratación 
pública.

En primer lugar, la institución no puede ser entendida únicamente como una 
etapa administrativa adicional previa al control jurisdiccional. Su diseño 
normativo revela una función estructural orientada a ordenar la transición entre la 
autotutela revisora de la Administración —y de los organismos del Estado sujetos 
a la ley 19.886— y el control ejercido por el Tribunal de Contratación Pública. 
En la práctica, este mecanismo ha permitido que los órganos compradores 
revisen y, en ocasiones, corrijan actuaciones del procedimiento licitatorio una 
vez advertidos eventuales errores a través de esta vía impugnatoria, evitando 

propio procedimiento de contratación.

En segundo lugar, el mecanismo responde a una problemática procesal existente 
con anterioridad a la reforma introducida por la ley 21.634, consistente en la 
tensión entre la utilización de mecanismos de revisión administrativa y los plazos 
fatales para accionar ante el Tribunal de Contratación Pública. Si bien el artículo 
54 de la ley 19.880 ya establecía con carácter general la suspensión del plazo para 
ejercer acciones jurisdiccionales mientras se encuentran pendientes recursos 
administrativos, la práctica del sistema de contratación pública —caracterizada 
por procedimientos altamente digitalizados y plazos especialmente breves— 
generaba incertidumbre respecto de la interacción entre dichos recursos y el 
plazo fatal para deducir la acción ante la jurisdicción especializada. En este 
contexto, la incorporación del artículo 30 bis, en relación con el inciso tercero 

de la contratación pública, permitiendo compatibilizar de manera más clara la 
revisión administrativa del procedimiento licitatorio con el ejercicio oportuno de 
la acción jurisdiccional, sin comprometer el acceso efectivo a la justicia. 

En tercer lugar, el silencio administrativo negativo opera como una técnica de 
cierre procedimental que evita la paralización del sistema frente a la inactividad 
administrativa. Su función no consiste en validar la omisión de la Administración, 
sino en habilitar oportunamente el control jurisdiccional.

Finalmente, la jurisprudencia del Tribunal de Contratación Pública ha contribuido 
a consolidar criterios interpretativos que otorgan certeza jurídica en la aplicación 

Dirección de Compras y Contratación Pública respecto del estado del reclamo 
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administrativo en el sistema electrónico refuerza las garantías de acceso 
efectivo a la jurisdicción especializada.

Desde esta perspectiva, el artículo 30 bis puede ser comprendido como 

administrativos sin paralizar el funcionamiento del sistema de contratación 
pública, asegurando al mismo tiempo el control jurisdiccional oportuno de la 
legalidad administrativa.
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